Fallo:
En la Ciudad de Buenos Aires, a los 5 días del mes de abril de dos mil once, se reúnen en Acuerdo los Señores Jueces de la Sala II de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Dres. Mabel Daniele y Esteban Centanaro, para conocer en los autos enunciados en el epígrafe y habiéndose practicado el sorteo pertinente resulta que debe observarse el siguiente orden: Dra. Mabel Daniele y Dr. Esteban Centanaro, resolviendo plantear y votar la siguiente cuestión: ¿es justa la decisión apelada? 

A la cuestión planteada la Dra. Nélida Mabel Daniele dijo: 

Antecedentes: 

Las presentes actuaciones se iniciaron con la denuncia efectuada por el Sr. Alfredo Francisco Biondi contra BBVA Banco Francés SA (en adelante BBVA), toda vez que no había respetado una promoción del 15% de descuento en combustibles los días domingos, en todas las estaciones de servicio del país, abonando con la tarjeta de crédito VISA de ese Banco. Relató que, en virtud de la mencionada promoción, cargó combustibles los días 2, 9, 16 y 23 de octubre (todos días domingo) y al momento de recibir el resumen de cuenta del banco, comprobó que los descuentos no habían sido del 15% -como estaba estipulado en el folleto de promoción- sino que se había descontado por todo concepto hasta la suma de $50, a pesar de que había superado con sus compras dicho monto (v. fs. 3 del expediente administrativo). Manifestó que se comunicó con la entidad bancaria y le informaron que la promoción otorgaba un 15 % de descuento pero hasta un monto máximo de descuento de $50 por cuenta, y que las bases y condiciones se encontraban en la página web del banco. Por último, fundó su reclamo en derecho y acompañó una copia del resumen de cuenta y copia del catálogo de descuentos del banco. 

2. De la audiencia conciliatoria que da cuenta el acta de fs. 10 del expte. administrativo -realizada en el marco de lo previsto por el artículo 45 
 de la ley 24.240-, se desprende que las partes no arribaron a una amigable composición. 

3. A fs. 11 del expte. administrativo, se imputó a BBVA la presunta infracción al art. 8 
 de la ley 24.240 ya que: "... no habría respetado la oferta realizada, toda vez que no habría efectuado el descuentos del 15% sobre las compras de combustible realizadas los domingos en todas las estaciones de servicio...". Por ello, fue intimada a presentar descargo, circunstancia cumplida según constancia de fs. 13/15 vta. 

3.1 En esta oportunidad, acompañó como prueba copia del folleto original y de la publicidad realizada en el Diario La Razón el viernes 27 de enero de 2006, mediante las cuales quedaría acreditado que se le informó a los consumidores que el monto máximo de la bonificación era de $50 por cuenta y por mes. Asimismo, agregó que del catálogo presentado por el denunciante surgía que -para mayor información- debía comunicarse al 0810-333-0303 o ingresar a la página "Web", ya que era la única manera que tenía para obtener la información sobre los descuentos (v. fs. 14 vta.). Afirmó que el Sr. Biondi, no cumplió con las instrucciones que el banco le había indicado, por lo que su desinformación sólo se debió a su propia negligencia (v. fs. 14 vta./15). 

4. Seguidamente, a fs. 29/31, la Dirección General de Defensa y Protección al Consumidor resolvió -mediante la Disposición Nº 5525-DGDyPC-2008- la imposición de una multa de dos mil pesos ($2000) a BBVA por infracción al los art. 8 de la Ley 24.240, más la publicación de la sanción condenatoria en el diario Ámbito Financiero. Para así decidir, sostuvo que si bien de la documentación aportada por la denunciada a fs. 16 y 18 se indicaba el monto máximo de descuento, del catálogo presentado por el denunciante no, ya que de éste surgía sólo que "... 15% de descuento en combustibles todos los domingos. En todas las estaciones de servicio. En todo el país" (v. fs. 29 vta., expte. administrativo). Por ello, entendió que -conforme surge del resumen de cuenta- por haber descontado únicamente $50 y no el 15% en cada compra de combustible, no cumplió con las precisiones formuladas en la promoción. A los fines de aplicar y graduar la sanción tuvo en cuenta el perjuicio resultante de la infracción para el consumidor, su posición en el mercado y su carácter de reincidente conforme los Expedientes Nº 6774/2003, 46422/2001, 69222/2001 y 63976/2000 (v. fs. 30 del expediente administrativo). 

5. Corrido el pertinente traslado, a fs. 1/6 del expediente judicial, obra el recurso de apelación de la denunciada, en los términos del art. 11 
 de la ley 757 y el art. 45 de la ley 24240. Luego de realizar las negativas de rigor, entendió que la Administración omitió el análisis de la prueba presentada por su parte, mediante la cual había quedado demostrado que se le brindó al consumidor -a través de la publicidad- información sobre la modalidad, forma, detalle de la promoción y que si requería una mayor información debió haber llamar al teléfono gratuito o ingresar al sitio "web" (v. fs. 2 vta. del expte. judicial). Seguidamente, distinguió entre la información dada mediante publicidad gráfica y folletos (en ésta -manifestó- que se informó que el monto máximo de devolución era de $50), con la suministrada en catálogos (en ésta advirtió que debía comunicarse telefónicamente o a través de Internet). Por último, se agravió por la multa impuesta, al entender que omitió las directivas impuestas por la Procuración General y porque tampoco brindó los fundamentos necesarios para justificar su monto y graduación. Dejó planteada la cuestión federal y acompañó prueba. 

6. A fs. 63/71, contestó agravios la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires y a fs 72 -previo sorteo y estudio- pasaron los presentes al acuerdo. 

CONSIDERANDO: 

7. Es pertinente recordar que los jueces no están obligados a pronunciarse sobre todos los argumentos esgrimidos por las partes, ni a hacer referencia a la totalidad de las pruebas producidas, bastando que valoren las que sean conducentes para la correcta composición del litigio (conf. art. 310 
 CCAyT y doctrina de Fallos 272: 225; 274: 486; 276: 132 y 287: 230, entre otros). 

8. Con carácter preliminar debo aclarar que la ley 24.240, de defensa y protección del consumidor, ha sido reformada por la ley 26.361 
, cuya aplicación no sería plausible atento al momento en que se desarrollaron los presentes (2006), por imposición del principio de irretroactividad de la ley. 

9. Ello así, y antes de entrar en el análisis de los agravios planteados por la sumariada, es necesario establecer el marco normativo que nos servirá de parámetro para la resolución del presente. En este sentido, cabe recordar que la ley 24.240, en su art. 8 establece que "Efectos de la Publicidad. Las precisiones formuladas en la publicidad o en anuncios, prospectos, circulares u otros medios de difusión obligan al oferente y se tienen por incluidas en el contrato con el consumidor. En los casos en que las ofertas de bienes y servicios se realicen mediante el sistema de compras telefónicas, por catálogos o por correos, publicados por cualquier medio de comunicación, deberá figurar el nombre, domicilio y número de CUIT del oferente". Asimismo, se ha sostenido que "la publicidad genera una expectativa que influirá de una manera u otra en la decisión de contratar. De ahí la necesidad de que sus precisiones sean veraces, porque constituyen una intención negocial a modo de oferta" (PEREZ BUSTAMANTE, Lara, "Publicidad y oferta en la Ley de Defensa del Consumidor. Cuestiones de Interpretación", La Ley, 2003-D, pag. 1216). En rigor, el principio de buena fe exige transparencia y determinación de las pautas contractuales, tanto en su celebración como en su ejecución y extinción. A ello se agrega la regla rectora, aplicable a la especie, en sentido que en caso de duda debe estarse a favor de la interpretación que en mayor medida favorezca al consumidor (artículo 3º 
 y concordantes de la ley 24.240). Asimismo, este principio debe penetrar la relación de consumo en todos sus aspectos, desde los mecanismos utilizados para reglamentar los concursos hasta la información brindada en la publicidad, ya que todo esto confluye integrando el contrato. En este sentido, la posibilidad de ganar un premio actúa en el consumidor, en definitiva, como un factor de inducción al consumo, lo que indudablemente produce mayores ingresos económicos a la empresa (conf. Pérez Bustamante, Laura, Publicidad y falsas expectativas en los contratos aleatorios y accesorios de consumo, L.L. 2008-F, 518). 

10. Establecido ello, la Administración afirmó que en el catálogo obrante a fs. 5, no se mencionó -en momento alguno- que el descuento iba a tener algún tipo de límite, por lo que "...al descontar sólo un total de $50 en el resumen de la tarjeta de crédito del denunciante y no el quince por ciento (15%) por vez del total de la compra de combustibles..." la denunciada no había cumplido con las precisiones formuladas en la promoción recibida por el consumidor (v. fs. 29 vta. del expediente administrativo). En cambio, el apelante expresó que en el catálogo entregado al Sr. Biondi, se le indicó que debió llamar al número gratuito otorgado o haber ingresar a la página web para consultar las formas y modalidades del descuento (v. s. 2). 

10.1 Como puede advertirse de la publicidad obrante del catálogo presentado por el denunciante ("...15% de descuento en combustibles todos los domingos. En todas las estaciones de servicio. En todo el país) la entidad bancaria denunciada creó en aquel, sin lugar a dudas, la expectativa de que si se dirigiese a una estación de servicio a cargar su automóvil con nafta los días domingos, se le iba a realizar el 15% de descuento, razón por la cual, conforme surge del resumen de cuenta obrante a fs. 4, fue lo que realizó 4 domingos en el mes de octubre. La publicidad en sí misma tiene como fin lograr convencer al público de la necesidad de adquirir un bien o un servicio, mostrando el producto o servicio de la manera más persuasiva, poniendo de resalto sus ventajas o bondades, como así también debe informarlo de manera que pueda decidirse con conocimiento de los bienes y servicios, de sus cualidades, atributos y posibilidades. El consumidor tiene derecho a que se lo informe en forma veraz, detallada, eficaz y suficiente sobre las características esenciales de los bienes y servicios que le son ofrecidos (conf "Modart SACIF e I. C/ Sec. de Com:. e Inv. - DNCI N°2602/95". Causa n°12.728/96. C.Nac. Cont. Adm. Fed, Sala IV 19/11/96).- 

Por ello, ninguna duda cabe que la recurrente incumplió con las precisiones formuladas y publicadas a través de su catálogo, referidas a la promoción en la carga de combustible, y el hecho de que mediante otras publicidades sí informara el límite de la devolución de dinero, no lo exime de responsabilidad. En este sentido, resulta necesario afirmar que la disposición aplicada se inserta en el marco del régimen general de la ley de Defensa del Consumidor, que sanciona la omisión o incumplimiento de los deberes u obligaciones a cargo de los prestadores de bienes y servicios que fueron impuestos como forma de equilibrar la relación prestatario-consumidor. Se ha dicho que se trata de infracciones formales donde la verificación de tales hechos hace nacer por sí la responsabilidad del infractor (conf. CNFed. CA, Sala II, Capesa SAICFIM c/ Sec. De Com. e Inv. - Disp. DNCI Nº 137/97, sentencia de fecha 18-12-1997). Cabe concluir que la Ley de Defensa del Consumidor sanciona las infracciones a las obligaciones por ella impuestas, incluso con prescindencia del daño sufrido al consumidor. Ello se traduce en que no se requiere la prueba ni existencia de daño alguno, bastando que se configure un formal incumplimiento. Por todo lo expuesto, se debe tener por configurada la infracción impuesta por la Administración al artículo 8 de la ley 24240, por lo que no haré lugar al agravio incoado en este aspecto por la recurrente. En consecuencia, corresponde confirmar la resolución apelada. 

11. Por último, resta tratar el agravio referido a la multa impuesta. En relación con los parámetros que se encuentran en la ley 757 relativos a la aplicación y graduación de las sanciones, cabe recordar que el art. 16 establece que: "[e]n la aplicación y graduación de las sanciones previstas en el artículo 15 se tendrá en cuenta: El perjuicio resultante de la infracción para el consumidor. La posición en el mercado del infractor. La cuantía del beneficio obtenido. El grado de intencionalidad. La gravedad de los riesgos, o de los perjuicios sociales derivados de la infracción y su generalización. La reincidencia y las demás circunstancias relevantes del hecho". Por otro lado, el artículo 47 
 de la ley 24240 prevé en cuanto aquí interesa, que "Verificada la existencia de la infracción, quienes la hayan cometido se harán pasibles de las siguientes sanciones: (...) b) multa de quinientos pesos ($500) a quinientos mil pesos ($500.000) hasta alcanzar el triple de la ganancia o beneficio ilegal obtenido por la infracción". Y a su vez, el art. 49 
 la gravedad de los riesgos, o de los perjuicio sociales derivados de la infracción y su generalización, la reincidencia y las demás circunstancias relevantes del hecho" (art. 49, primer párrafo). La Administración, a efectos de aplicar y graduar la multa, tuvo en cuenta el carácter de reincidente de la denunciada, en virtud de los expedientes judiciales Nº 6774/2003, 46422/2001, 69222/2001 y 63976/2000 (v. fs. 30 del expediente administrativo). Cabe destacar que si bien la actora en su expresión de agravios manifestó que la autoridad administrativa no identificó e individualizó : "... nº de causa judicial, fuero, cual fue la infracción determinada, cual fue la resolución dictada, nº, año, cual fue el supuesto reclamante entre otros datos" (v. fs. 4 vta. del expediente judicial), lo cierto es que la disposición indicó con precisión los datos de los expedientes judiciales -al consignar sus números- en los que las sanciones adquieren firmeza. Tales datos, hubiesen permitido al recurrente, sin mayor esfuerzo, conocer si los antecedentes fueron adecuadamente merituados y en su caso cuestionar tal proceder asumiendo la carga del ya mencionado art. 301 
 CCAyT. Por lo tanto, el presente planteo debe ser rechazado. 

11.1 Sentado ello, corresponde ahora evaluar en cuanto a si, efectivamente, la multa impuesta se encuentra ajustada a derecho. Adelanto mi postura por la afirmativa, en primer lugar porque se ha comprobado la infracción a la normativa ya señalada, y en segundo término porque la sanción impuesta por la suma de dos mil pesos ($5000), no resulta en modo alguna arbitraria e irrazonable a la luz de la grave infracción cometida y según los topes legales establecidos para el quantum de la multa, se encuentra holgadamente dentro del rango del art. 47 ($500 a $500.000). Asimismo, debo mencionar que la Administración al fijar el criterio de graduación de la misma tuvo en cuenta, además del carácter de reincidente, el perjuicio resultante de la infracción para el consumidor y su posición en el mercado (v. fs. 30 expediente administrativo). Por todo lo expuesto, al encontrarse la multa dentro de los parámetros legales establecidos, entiendo que la misma debe ser confirmada. 

12. Las costas del presente serán soportadas por la recurrente vencida por no encontrar mérito suficiente para apartarme del principio objetivo de la derrota (art. 62 
 CCAyT). 

13. Por último, corresponde regular los honorarios de la asistencia letrada de la parte demandada en la suma de $ ..., teniendo en cuenta para ello, las etapas cumplidas, el mérito y eficacia de la labor desarrollada y el resultado obtenido (conf. arts. 6, 7 
 y cctes. de la ley nº 21.839, modif. por la ley nº 24.432 
). 

Por las consideraciones expuestas, propongo al acuerdo que en caso de ser compartido mi voto, se rechace el recurso interpuesto y se confirme la resolución apelada, con costas a la parte actora vencida (art. 62 CCAyT). 

El Dr. Esteban Centanaro por los fundamentos expuestos por la Dra. Mabel Daniele, adhiere a su voto. En este sentido dejo expresado mi voto. 

Por lo antedicho, este Tribunal por mayoría/unanimidad RESUELVE: I. Rechazar el recurso interpuesto. II. Confirmar la Disposición Nº 5525-DGDyPC-2008. III. Imponer las costas a la actora vencida (art. 62 CCAyT). IV. Regular los honorarios conforme lo desarrollado en el considerando 13. 

Regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase.- 

Firmantes: 

Dra. Nélida M. Daniele; 

Dr. Esteban Centanaro
